SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°30
RADICACIÓN: 660013109001 2017 00009 01
ACCIONANTE:JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ
CONFIRMA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 16 de marzo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo

Radicación Nro. :
660013109001 2017 00009 01
Accionante: 
JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ
Accionado: 
FISCALÍA 32 LOCAL 
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
HABEAS DATA Y BUEN NOMBRE / INCLUSIÓN EN LA BASE DE DATOS DE LA FISCALÍA NO CONSTITUYE UN ANTECEDENTE PENAL. “En el presente caso, el ciudadano JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales al debido proceso, al habeas data y al buen nombre, como quiera que le figura una anotación en el sistema SPOA de la Fiscalía General de la Nación, por hechos en los que asegura no haber participado, y de acuerdo con la cual no fue aceptado para la realizar la práctica de consultorio I en esa entidad. Para la Sala, la conclusión a la cual llegó el despacho de primer nivel apoyado en decisión del órgano de cierre en materia penal, se encuentra ajustada a derecho, toda vez que no se advierte que la información que reposa en esa base de datos sea contraria a la realidad, sino que la misma tiene soporte en denuncia presentada por un ciudadano, quien fue víctima de un delito de hurto calificado. (…) [S]e trata de un registro histórico sobre el cual el Estado tuvo intervención, el que debe ser conservado con fines preventivos, y en esa medida se constituye en una base de datos que facilita las consultas pertinentes.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira,  dieciséis (16) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación No 240
                                                    Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el ciudadano JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada por él contra la Fiscalía 32 Local de esta ciudad.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor CARDONA GÓMEZ se puede concretar así: (i) en su condición de estudiante de cuarto año de derecho, carrera que cursa en la Universidad Libre de Pereira, debe realizar las prácticas de consultorio jurídico I y para ello fue asignado a la Fiscalía General de la Nación, programa “Futuro Colombia”;(ii) en octubre 13 de 2016 se presentó ante la oficina jurídica de la citada entidad para revisar el estado de su vinculación, siendo atendido por la Dra. NORMA ÁNGELA FRANCO, funcionaria que luego de verificar sus antecedentes le informó que no era apto para prestar el servicio allí; (iii) en la oficina de asignaciones de la Fiscalía le indicaron que le figura una investigación por hurto calificado de diciembre 2 de 2006, que correspondió a la Fiscalía 34 Local, en la que aparece como denunciante el señor ÁLVARO DE JESÚS SEPÚLVEDA, por hechos ocurridos en el hotel La Campiña, en los que hubo apoderamiento de televisor de 14 pulgadas marca LG y se causaron daños por valor de 3´000.000, la cual fue archivada por prescripción de la acción penal en noviembre 15 de 2011; ( iv) quedó asombrado con esa averiguación toda vez que no cometió ningún delito, ni conoce el lugar ni al afectado, entonces presentó derecho de petición dirigido a la Fiscalía General de la Nación para que le indicaran los procedimientos que se habían realizado para vincularlo a esa actuación y esclarecer lo sucedido, puesto que nunca fue notificado de dicho trámite, y con ello se les están vulnerando sus derechos fundamentales al debido proceso, buen nombre y habeas data; (v) su requerimiento fue trasladado al Dr. JOSÉ RICARDO MACHADO MÉNDEZ, Jefe de la Unidad Local de Pereira, quien en noviembre 04 siguiente le comunicó que el proceso estaba archivado, y que al momento de presentarse la denuncia quien dijo llamarse  JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ se encontraba detenido; y (vi) debido a que él nunca ha sido privado de su libertad, pidió al Fiscal que llamara a la cárcel para verificar los registros de éste homónimo, y el INPEC no encontró ninguno, razón por la cual el representante del ente acusador le recomendó realizar una denuncia por falsedad personal.

Con fundamento en lo anterior, solicita se amparen los derechos fundamentales que le están siendo quebrantados, y, en consecuencia, se ordene a la Fiscalía 32 Local eliminar el registro del SPOA, toda vez que operó la prescripción, y no hay fundamento para que su nombre figure en esa base de dato. La entidad no respetó el debido proceso, y de conformidad con la Ley Estatutaria 1266 artículo 4 literal a, la información debe ser veraz, completa, exacta, actualizada, comprobada y comprensible, y en virtud de ella se ve afectado para prestar un servicio social como lo es el consultorio jurídico, o  laborar con una entidad pública.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación inicialmente fue asignada al Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, despacho que no accedió al amparo invocado, y en el trámite de impugnación una Sala Unitaria de la Sala Civil Familia de este Tribunal decretó la nulidad de la actuación, y ordenó que la misma fuera repartida entre los jueces penales del circuito de esta capital.
Luego de efectuarse nuevamente el reparto, el trámite correspondió al Juzgado Séptimo Penal del Circuito, cuya titular se declaró impedida para conocer el asunto en atención a que actuó como juez de conocimiento en vigencia de la Ley 1153/11. 

Finalmente el asunto fue asignado al despacho primero de la misma categoría, cuyo juez aceptó el impedimento, admitió la admisión, y vinculó a las Fiscalías 32 y 36 Local, y a la Juez Séptima Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

-La titular del Juzgado Séptimo Penal del Circuito indicó que como Juez Quinta de Control de Garantías, actuó con función transitoria de pequeñas causas, dentro del trámite penal que adelantado por la Fiscalía 32 Local contra el ciudadano JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ. 
Señaló que el despacho a su cargo no transgredió derecho fundamental alguno del tutelante, toda vez que el proceso no culminó con una decisión de fondo por parte de ese juzgado, sino que ante el pronunciamiento de la Corte Constitucional que declaró inexequible la Ley 1153/11 -sentencia C879/08-, el juzgado se declaró incompetente para seguir conociendo del asunto, y las diligencias fueron remitidas a la oficina de asignaciones de la Fiscalía para que ser repartidas ante los Fiscales Locales.

- La Fiscal 36 Local de esta ciudad hizo un recuento de la actuación sobre la que versa el amparo así; (i)en diciembre 20 de 2006 ÁLVARO DE JESÚS SEPÚLVEDA FRANCO, administrador del Hotel La Campiña ubicado en la carrera 9 N° 11-62 de esta ciudad, formuló denuncia debido a que en esa fecha en horas de la mañana, sorprendió a un sujeto que momentos antes había ingresado por las claraboyas del establecimiento, y sustrajo un televisor marca LG de 14 pulgadas, avaluado en la suma de “3´000.000, a quien gracias a la colaboración de los vigilantes del sector se logró aprehender, y dijo llamarse JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ, actuación de la que se desprende la comisión del delito de hurto calificado -art 240 C.P. violencia sobre las cosas-, y agravado -art. 241  numeral 11 ibídem cometido en establecimiento público-; (ii) en agosto 17 de 2011 el Fiscal 34 libró orden a Policía Judicial para entrevistar al denunciante y obtener mayores datos sobre las circunstancias que rodearon los  hechos, pero el informe de campo tuvo resultado negativo, toda vez que no se logró ubicar a dicho ciudadano; y (iv) en noviembre 15 del mismo año se procedió a archivar las diligencias al considerar que se trataba de un delito querellable, y darse la caducidad, no obstante, luego de la petición del accionante el Director de Fiscalías ordenó su reactivación, y se asignó el trámite a la Fiscalía 36 Local en noviembre 11 de 2016.
No se trata de un delito querellable, como lo afirmó la Fiscalía que había ordenado el archivo de la actuación, sino que el mismo es investigable de oficio, y no ha operado el fenómeno de la prescripción.

Conforme al artículo 250 superior, la Fiscalía tiene el deber de investigar si realmente el accionante estuvo o no involucrado en los hechos denunciados por el señor ÁLVARO DE JESÚS SEPÚLVEDA FRANCO, a quien se tratará de ubicar por una búsqueda selectiva en base de datos, y se allegaran otros elementos materiales probatorios que permitan tomar una decisión al respecto, lo cual se le hará saber oportunamente al tutelante.

3.2.- Dentro del término legal, en sentencia de febrero 09 de 2017 el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) negó el amparo deprecado, toda vez que con apoyo en sentencia STP 5305-2016 se determinó que la inclusión en la base de datos de la Fiscalía hace parte de una prevención general, lo cual no constituye un antecedente penal y por tanto no vulnera los derechos fundamentales del accionante, los cuales no son de carácter absoluto.
4.- IMPUGNACIÓN

El actor señala que si bien es cierto, como se indica en la jurisprudencia traída a colación en el fallo, dichas bases de datos no son más que un registro histórico, también lo es que la connotación que la Fiscalía le dio a las mismas, sí tiene relevancia a sus intereses, y si no fuera así, por qué la imposibilidad de realizar la práctica de consultorio jurídico ante dicho ente.
La investigación referida había sido archivada por la Fiscalía en virtud de la caducidad de la querella, y debido a la presente acción decidió reabrirse la misma, lo que a todas luces vulnera su derecho al debido proceso, pues nunca fue notificado de denuncia penal en su contra, , e incluso a la fecha no le ha sido realizada imputación alguna, situación que no fue advertida por el a quo, y que vulnera sus derechos fundamentales, lo que impone una carga perpetua hasta que la Fiscalía decida borrarlo de dicha base de datos.

Por lo anterior, solicita se revoque la determinación adoptada por la primera instancia, y se tutelen los derechos invocados.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico 
En atención al escrito de impugnación, corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la providencia de primer grado en cuanto negó el amparo de los derechos fundamentales que considera transgredidos el señor JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ.

5.2.- Solución a la controversia
De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el ciudadano JULIÁN ANDRÉS CARDONA GÓMEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales al debido proceso, al habeas data y al buen nombre, como quiera que le figura una anotación en el sistema SPOA de la Fiscalía General de la Nación, por hechos en los que asegura no haber participado, y de acuerdo con la cual no fue aceptado para la realizar la práctica de consultorio I en esa entidad.
Para la Sala, la conclusión a la cual llegó el despacho de primer nivel apoyado en decisión del órgano de cierre en materia penal, se encuentra ajustada a derecho, toda vez que no se advierte que la información que reposa en esa base de datos sea contraria a la realidad, sino que la misma tiene soporte en denuncia presentada por un ciudadano, quien fue víctima de un delito de hurto calificado.
Como bien se indica en el citado pronunciamiento, se trata de un registro histórico sobre el cual el Estado tuvo intervención, el que debe ser conservado con fines preventivos, y en esa medida se constituye en una base de datos que facilita las consultas pertinentes.

Adicionalmente, la Fiscalía tiene unas políticas que son bastante estrictas para la vinculación de su personal, y exige que las personas que van a ingresar a esa institución, aunque sea para realizar una práctica, no tengan ninguna anotación en el citado sistema, requisito que en este caso no cumple el accionante, sin que sea óbice para que pueda ser remitido a otras de las instituciones con las que la Universidad tenga convenio para realizar su práctica, o se asigne directamente en el Consultorio Jurídico del ente universitario.

Ahora, si bien el actor asegura que no participó en ese hecho delictivo, y da a entender que se trata de un homónimo, esas manifestaciones no pueden ser suficientes para considerar que esa anotación no debe figurar a su nombre y ordenar su eliminación o corrección, ya que lo que corresponde es que éste denuncie la presunta falsedad de la que fue víctima, como se lo sugirió el Jefe de la Unidad de Fiscalía Locales de esta ciudad, en aras de acreditar que sus afirmaciones son ciertas, o en caso de iniciarse la actuación penal en su contra, solicite las pruebas tendientes a demostrar que no fue el autor de la conducta investigada.

En este punto es pertinente aclararle al tutelante, que en contraposición a sus manifestaciones, la Fiscalía no solo tiene la potestad de reabrir la investigación en cualquier momento -siempre y cuando no haya operado la prescripción, fenómeno que según se aclaró no se ha presentado en este caso-, sino el deber de investigar los hechos que son puestos en su conocimiento, máxime que en este evento se trata de una conducta punible que es investigable de oficio, que por error en principio fue considerada querellable y se ordenó su archivo, sin que ello pueda considerarse como una vulneración al debido proceso.

Es cierto que hasta el momento el tutelante no ha sido citado ni imputado, pero ello obedece a que se trata de una mera investigación, dentro de la cual no se han obtenido los elementos para formular imputación o solicitar una preclusión, por ello todavía no ha sido notificado para ninguna diligencia, y precisamente por eso no puede hablarse de proceso, el cual inicia con la comunicación de cargos que se hace en la audiencia preliminar de formulación de imputación, sin que pueda impedírsele desde ya, al tener conocimiento de la indagación en su contra, que realice las acciones tendientes a ejercer su derecho de defensa.
Acorde con lo brevemente expuesto, esta Colegiatura no observa la conculcación de ninguna garantía fundamental susceptible de ser amparada, por cuanto por parte de la Fiscalía General de la Nación, representada en este trámite por las Fiscalías 32 y 36 Locales de Pereira (Rda.), no se ha incurrido en ninguna acción u omisión que atente contra los derechos fundamentales del actor; en consecuencia, se confirmará la decisión adoptada por el juez de primer nivel.. 
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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